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ANEXO

Tabla de equivalencia entre precios y rendimientos para los Bonos 
del Estado a 5 años al 3,60%, vencimiento 31.01.2009

Subasta mes febrero
(Porcentaje)

Precio excupón Rendimiento bruto* Precio excupón Rendimiento bruto*

101,75 3,121 103,05 2,775
101,80 3,107 103,10 2,762
101,85 3,094 103,15 2,749
101,90 3,080 103,20 2,736
101,95 3,067 103,25 2,723
102,00 3,054 103,30 2,710
102,05 3,040 103,35 2,696
102,10 3,027 103,40 2,683
102,15 3,014 103,45 2,670
102,20 3,000 103,50 2,657
102,25 2,987 103,55 2,644
102,30 2,974 103,60 2,631
102,35 2,961 103,65 2,618
102,40 2,947 103,70 2,605
102,45 2,934 103,75 2,592
102,50 2,921 103,80 2,579
102,55 2,907 103,85 2,566
102,60 2,894 103,90 2,553
102,65 2,881 103,95 2,540
102,70 2,868 104,00 2,526
102,75 2,854 104,05 2,513
102,80 2,841 104,10 2,500
102,85 2,828 104,15 2,487
102,90 2,815 104,20 2,474
102,95 2,802 104,25 2,462
103,00 2,788

 (*) Rendimientos redondeados al tercer decimal. 

Tabla de equivalencia entre precios y rendimientos  para las Obli-
gaciones del Estado a 15 años al 5,50%, vencimiento 30.07.2017

Subasta mes febrero
(Porcentaje)

Precio excupón Rendimiento bruto* Precio excupón Rendimiento bruto*

116,50 3,806 117,80 3,686
116,55 3,802 117,85 3,682
116,60 3,797 117,90 3,677
116,65 3,792 117,95 3,673
116,70 3,788 118,00 3,668
116,75 3,783 118,05 3,663
116,80 3,778 118,10 3,659
116,85 3,774 118,15 3,654
116,90 3,769 118,20 3,650
116,95 3,764 118,25 3,645
117,00 3,760 118,30 3,641
117,05 3,755 118,35 3,636
117,10 3,751 118,40 3,631
117,15 3,746 118,45 3,627
117,20 3,741 118,50 3,622
117,25 3,737 118,55 3,618
117,30 3,732 118,60 3,613
117,35 3,728 118,65 3,609
117,40 3,723 118,70 3,604
117,45 3,718 118,75 3,600
117,50 3,714 118,80 3,595
117,55 3,709 118,85 3,591
117,60 3,705 118,90 3,586
117,65 3,700 118,95 3,582
117,70 3,695 119,00 3,577
117,75 3,691

 (*) Rendimientos redondeados al tercer decimal. 

 1530 RESOLUCIÓN de 28 de enero de 2005, de la Dirección 
General del Tesoro y Política Financiera, por la que se 
convocan las próximas subastas de liquidez.

La Resolución de 26 de enero de 2001 de la Dirección General del 
Tesoro y Política Financiera reguló el procedimiento por el que se reali-
zan las subastas de liquidez del Tesoro y estableció que las mismas se 
efectuarían de forma periódica, siendo necesario a este respecto convo-
car las siguientes subastas que, como es habitual, tendrán carácter 
mensual.

Dado que las operaciones de gestión de tesorería adjudicadas en las 
subastas de liquidez se instrumentan mediante operaciones simultáneas a 
un día, se han establecido una serie de limitaciones necesarias para una 
operativa de tan corto plazo y tan frecuente. Entre estas limitaciones 
destacan la necesidad de las entidades de contrapartida de disponer de 
una cuenta de efectivo en el Banco de España y que los valores de Deuda 
del Estado aceptados como activos de garantía estén anotados en la 
Sociedad de Gestión de los Sistemas de Registro, Compensación y Liqui-
dación de Valores, que ha asumido las funciones de la Central de Anota-
ciones de Deuda del Estado.

En razón de lo expuesto, y en uso de la autorización concedida por la 
Orden del Ministerio de Economía y Hacienda EHA/73/2005, de 25 de 
enero, en su apartado 8.1,

Esta Dirección General ha resuelto:

Primero.–Se convocan las siguientes subastas de liquidez de la Direc-
ción General del Tesoro y Política Financiera: 

Fecha de celebración de la subasta Período de vigencia, ambos días incluidos

2 de febrero de 2005  . . . . . . . . . . . . 3 de febrero a 2 de marzo de 2005.
2 de marzo de 2005  . . . . . . . . . . . . . 3 de marzo a 4 de abril de 2005.
4 de abril de 2005  . . . . . . . . . . . . . . . 5 de abril a 5 de mayo de 2005.

 Segundo.–Las subastas se realizarán conforme a lo indicado en el 
apartado primero y en los apartados tercero a octavo de la Resolución 
de 26 de enero de 2001, de la Dirección General del Tesoro y Política 
Financiera, por la que se regula el procedimiento de subastas de liquidez 
del Tesoro y se convoca la primera subasta el 8 de febrero de 2001.

Tercero.–Las peticiones se realizarán hasta las 12:30 horas del día de 
celebración de la subasta, y deberán remitirse al Banco de España por el 
procedimiento que éste establezca.

Madrid, 28 de enero de 2005.–La Directora General, Belén Romana 
García. 

MINISTERIO DE TRABAJO 
Y ASUNTOS SOCIALES

 1531 RESOLUCIÓN de 12 de enero de 2005, de la Dirección 
General de Trabajo, por la que se dispone la inscripción 
en el registro y publicación del III Acuerdo sobre Solución 
Extrajudicial de Conflictos Laborales (ASEC III).

Visto el texto del III Acuerdo sobre Solución Extrajudicial de Conflic-
tos Laborales (ASEC III) que fue suscrito el día 29 de diciembre de 2004, 
de una parte, por la Unión General de Trabajadores (UGT) y la Confede-
ración Sindical de Comisiones Obreras (CC.OO.), y de otra, por la Confe-
deración Española de Organizaciones Empresariales (CEOE) y la Confe-
deración Española de la Pequeña y Mediana Empresa (CEPYME), y de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 83.3 en relación con el 90, 
apartados 2 y 3, del Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, por 
el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabaja-
dores y en el Real Decreto 1040/1981, de 22 de mayo, sobre registro y 
depósito de Convenios Colectivos de Trabajo,

Esta Dirección General de Trabajo resuelve:

Primero: Ordenar la inscripción del citado Acuerdo en el correspon-
diente registro de este Centro Directivo.

Segundo: Disponer su publicación en el Boletín Oficial del Estado.

Madrid, 12 de enero de 2005.–El Director General, Esteban Rodríguez 
Vera.
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III ACUERDO SOBRE SOLUCIÓN EXTRAJUDICIAL 
DE CONFLICTOS LABORALES (ASEC III)

TITULO I

CAPÍTULO I

Disposiciones generales

Artículo 1. Objeto.

1. El presente Acuerdo tiene por objeto el mantenimiento y desarro-
llo de un sistema de solución de los conflictos colectivos laborales surgi-
dos entre empresarios y trabajadores o sus respectivas organizaciones 
representativas.

2. Se excluyen del presente Acuerdo:

Los conflictos que versen sobre Seguridad Social.
No obstante ello, sí quedarán sometidos al presente acuerdo los con-

flictos colectivos que recaigan sobre Seguridad Social complementaria, 
incluidos los planes de pensiones.

Los conflictos en que sea parte el Estado, Comunidades Autónomas, 
entidades locales u organismos autónomos dependientes de los mismos, 
a que se refiere el artículo 69 del texto refundido de la Ley de Procedi-
miento Laboral.

Artículo 2. Ámbito territorial y temporal.

1. El presente Acuerdo será de aplicación en la totalidad del territo-
rio nacional para los conflictos contemplados en el artículo 4.

2. El Acuerdo entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el 
BOE y finalizará el día 31 de diciembre del año 2008, prorrogándose, a 
partir de tal fecha, por sucesivos períodos de cinco años en caso de no 
mediar denuncia expresa de alguna de las partes con una antelación 
mínima de seis meses a la terminación de cada período.

La denuncia deberá realizarse mediante escrito dirigido por cualquiera 
de las partes que suscribieron el Acuerdo a las restantes partes firmantes. 
En tal caso, el Comité Paritario Interconfederal someterá a las partes la 
propuesta que considere oportuna sobre la terminación, reelaboración o 
continuidad del Acuerdo si éste puede subsistir con igual naturaleza y 
eficacia. En todo caso, producida la denuncia del Acuerdo, éste prorro-
gará su vigencia por un período de doce meses.

Artículo 3. Naturaleza y eficacia jurídicas.

1. El presente Acuerdo se suscribe al amparo de lo establecido en el 
título III del texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, en 
los artículos 6 y 7 de la Ley Orgánica de Libertad Sindical y en el artícu-
lo 154.1 del texto refundido de la Ley de Procedimiento Laboral.

2. Al versar sobre una materia concreta cual es la solución extrajudi-
cial de los conflictos colectivos laborales, constituye uno de los acuerdos 
previstos por el artículo 83.3 del texto refundido de la Ley del Estatuto de 
los Trabajadores y está dotado, en consecuencia, de la naturaleza jurídica 
y eficacia que la Ley atribuye a los mismos.

3. Sin perjuicio de lo anterior, la aplicabilidad del Acuerdo en cada 
uno de los sectores o empresas afectados por el mismo se producirá a 
partir del momento en que los representantes de los trabajadores y los 
empresarios o sus organizaciones representativas, con legitimación sufi-
ciente para obligar en el correspondiente ámbito, suscriban algunos de 
los siguientes instrumentos de ratificación o adhesión, sin perjuicio de lo 
establecido en la Disposición Transitoria Primera del ASEC-III:

a) Acuerdo sobre materias concretas, al amparo del artículo 83.3 del 
texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, suscrito por 
las organizaciones empresariales y sindicales representativas en el 
ámbito sectorial o subsectorial correspondiente. El Acuerdo podrá incluir 
el texto del ASEC-III o remitirse expresamente a él.

b) Adhesión expresa al Acuerdo en un Convenio Colectivo sectorial 
o subsectorial de ámbito nacional o superior a una Comunidad Autó-
noma, o en un Convenio de empresa que cuente con centros de trabajo en 
más de una Comunidad Autónoma.

c) Inserción del Acuerdo de manera expresa en un Convenio Colec-
tivo sectorial o subsectorial de ámbito nacional o superior a una Comuni-
dad Autónoma, o en un Convenio de empresa que cuente con centros de 
trabajo en más de una Comunidad Autónoma.

d) Suscripción de acta en que conste el acuerdo entre la dirección de 
la empresa y el comité intercentros o los comités o delegados de personal 
de los centros de trabajo de dicha empresa, o los sindicatos que en su 
conjunto sumen la mayoría de los representantes de los trabajadores, en 
aquellas empresas que cuenten con centros de trabajo en más de una 
Comunidad Autónoma.

La adhesión o ratificación habrá de ser incondicionada y a la totalidad 
del presente Acuerdo.

4. Las organizaciones firmantes del presente Acuerdo se comprometen 
a promover la adhesión o ratificación a que se refiere el número anterior.

5. A los sectores y empresas adheridos antes del 31 de diciembre del 2004, 
les será de aplicación la Disposición Transitoria Primera.

Artículo 4. Conflictos afectados.

1. Serán susceptibles de someterse a los procedimientos previstos 
en este Acuerdo, y en el caso de suscitarse en los ámbitos a que se refiere 
el número 2 de este artículo, los siguientes tipos de conflictos laborales:

a) Los conflictos colectivos de interpretación y aplicación definidos 
de conformidad con lo establecido en el artículo 151 del texto refundido 
de la Ley de Procedimiento Laboral.

b) Los conflictos surgidos durante la negociación de un Convenio 
Colectivo u otro acuerdo o pacto colectivo, que conlleven el bloqueo de la 
negociación correspondiente, por un período de cinco meses a contar 
desde la constitución de la mesa negociadora. La/s parte/s deberá/n mani-
festar las diferencias sustanciales que han determinado tal bloqueo. No 
será preciso el transcurso de este período cuando la mediación sea solici-
tada conjuntamente por quienes tengan capacidad para suscribir el Con-
venio con efectos generales.

c) Los conflictos que den lugar a la convocatoria de una huelga o que 
se susciten sobre la determinación de los servicios de seguridad y mante-
nimiento en caso de huelga.

d) Los conflictos derivados de discrepancias surgidas en el período 
de consultas exigido por los artículos 40, 41, 47 y 51 del texto refundido 
de la Ley del Estatuto de los Trabajadores.

e) Las controversias colectivas que surjan con ocasión de la aplica-
ción e interpretación de un convenio colectivo a causa de la existencia de 
diferencias sustanciales que conlleven el bloqueo en la adopción del 
correspondiente acuerdo en la Comisión Paritaria. La iniciativa de some-
timiento a los procedimientos previstos en este Acuerdo deberá instarse 
por la mayoría de ambas representaciones de dicha Comisión Paritaria.

2. Los anteriores conflictos podrán someterse a los procedimientos 
previstos en este Acuerdo, siempre que se susciten en alguno de los 
siguientes ámbitos:

a) Sector o subsector de actividad que exceda del ámbito de una 
Comunidad Autónoma.

b) Empresa, cuando el conflicto afecte a varios centros de trabajo 
radicados en diferentes Comunidades Autónomas.

En este supuesto, y cuando se trate de un conflicto colectivo de inter-
pretación y aplicación de un Convenio, será preciso que este último sea 
un Convenio de empresa o de ámbito inferior a la empresa pero superior 
a cada uno de los centros de trabajo afectados.

c) Empresas o centros de trabajo que se encuentren radicados en 
una Comunidad Autónoma cuando estén en el ámbito de aplicación de un 
Convenio Colectivo sectorial nacional, y de la resolución del conflicto 
puedan derivarse consecuencias para empresas y centros de trabajo radi-
cados en otras Comunidades Autónomas. En estos supuestos será preciso 
que el referido Convenio prevea expresamente esta posibilidad.

3. El presente Acuerdo no incluye la solución de conflictos indivi-
duales ni cubre los conflictos y ámbitos distintos a los previstos en este 
artículo, que podrán someterse a los procedimientos previstos por acuerdos 
suscritos, o que puedan suscribirse, en los distintos ámbitos autonómi-
cos, o que estén establecidos en los Convenios Colectivos de aplicación.

CAPÍTULO II

El Servicio Interconfederal de Mediación y Arbitraje (SIMA)

Artículo 5. Naturaleza jurídica y funciones.

1. El Servicio Interconfederal de Mediación y Arbitraje es una insti-
tución paritaria constituida a partes iguales por las organizaciones sindi-
cales y empresariales más representativas firmantes del ASEC-III. Tiene 
personalidad jurídica y capacidad de obrar y reviste, desde el punto de 
vista jurídico-formal las características de una fundación tutelada por el 
Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales. Sus recursos tienen naturaleza 
pública y sus actuaciones tienen carácter gratuito.

2. El SIMA está regido por un Patronato, compuesto en número igual 
por representantes de las partes firmantes del ASEC-III y por un Presi-
dente que podrá formar parte de dichas representaciones o ser designado 
de mutuo acuerdo para facilitar la composición de sus decisiones por 
consenso.
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3. El Servicio Interconfederal de Mediación y Arbitraje, tendrá las 
funciones, composición y funcionamiento que se establecen en este 
Acuerdo y en las restantes disposiciones de desarrollo. Constituye el 
soporte administrativo y de gestión de los procedimientos de solución de 
los conflictos, a quien se encomienda la aplicación de las disposiciones 
del ASEC-III.

4. El SIMA velará para que en el desarrollo de los procedimientos de 
mediación y arbitraje y en la resolución de los mismos se contemple la 
perspectiva de género cuando la naturaleza del conflicto así lo requiera.

Artículo 6. Funcionamiento del Servicio.

1. El Servicio tiene sus propias normas de régimen interior. Éstas 
regulan el funcionamiento diario del Servicio, la distribución de las 
tareas, la resolución de los conflictos de concurrencia, si los hubiere, el 
procedimiento de citación y notificación, y la publicidad de sus actuaciones.

2. El Servicio recibirá los escritos a que den lugar los procedimien-
tos, efectuará las citaciones y notificaciones, registrará y certificará los 
documentos oportunos y, en general, se encargará de cuantas tareas sean 
precisas para posibilitar y facilitar el adecuado desarrollo de los procedi-
mientos, de conformidad con lo que se dispone en este Acuerdo y en sus 
disposiciones de funcionamiento.

3. Las actas de las reuniones y actuaciones celebradas serán suscri-
tas por quien actúe como secretario en las mismas.

4. En el supuesto en que los Convenios Colectivos o acuerdos secto-
riales hayan establecido órganos específicos de mediación o arbitraje, 
quedarán integrados en el Servicio, siempre que en su ámbito hayan asu-
mido el presente Acuerdo y respeten en su tramitación los principios 
establecidos en él.

5. El SIMA sólo acogerá las solicitudes de mediación y arbitraje que 
se deriven de lo pactado en el presente Acuerdo.

Artículo 7. Designación de mediadores y árbitros.

1. El SIMA elaborará una lista de mediadores y árbitros que facilitará 
a los demandantes de sus servicios.

Dicha lista está compuesta por los mediadores y árbitros propuestos 
por las partes firmantes del ASEC-III, y en ella se integrarán los proceden-
tes de los órganos constituidos por los Convenios o Acuerdos a que se 
refiere el artículo 6.4 de este Acuerdo y a los efectos de dicho precepto.

2. Corresponde a las partes de un conflicto sometido al ASEC-III la 
designación del mediador o mediadores así como del árbitro o árbitros de 
entre los comprendidos en la lista. En el supuesto de que no efectúen 
dicha designación, la misma podrá ser realizada por el Servicio.

Las partes en conflicto podrán designar de mutuo acuerdo un solo 
mediador no incorporado a las listas del Servicio Interconfederal de 
Mediación y Arbitraje. En estos casos, la mediación deberá ajustarse a los 
criterios fijados en las normas de funcionamiento y procedimiento del 
servicio.

TÍTULO II

Procedimientos de solución de conflictos

CAPÍTULO I

Disposiciones comunes a los procedimientos de solución de conflictos

Artículo 8. Procedimientos.

Los procedimientos que se establecen en el presente Acuerdo para la 
solución de los conflictos son:

La mediación, que será obligatoria en los supuestos que posterior-
mente se determinan y, en todo caso, siempre que la demande una de las 
partes del conflicto. La mediación ante el SIMA sustituye a la conciliación 
administrativa previa a los efectos previstos en los artículos 63 y 154 de la 
Ley de Procedimiento Laboral.

El arbitraje, que sólo será posible cuando ambas partes, de mutuo 
acuerdo, lo soliciten por escrito.

Artículo 9. Principios rectores de los procedimientos.

Los procedimientos previstos en el presente Acuerdo se regirán por 
los principios de gratuidad, celeridad, igualdad procesal, audiencia de las 
partes, contradicción e imparcialidad, respetándose, en todo caso, la 
legislación vigente y los principios constitucionales.

Los procedimientos se ajustarán a las formalidades y plazos previstos 
en este Acuerdo y en las disposiciones generales de interpretación que 
adopte el Comité Paritario Interconfederal del ASEC-III.

Artículo 10. Intervención previa de la Comisión Paritaria del Conve-
nio Colectivo.

1. En los conflictos derivados de la interpretación y aplicación de un 
Convenio Colectivo será preceptiva la intervención previa de la Comisión 
Paritaria del mismo, sin la cual no podrá dársele trámite. La misma norma 
regirá para los conflictos de interpretación y aplicación de otros acuerdos 
o pactos colectivos si tienen establecida una Comisión Paritaria.

Se entenderá agotado el trámite de sumisión previa a la Comisión Pari-
taria, al que hace referencia el párrafo anterior, cuando transcurra el 
plazo establecido para ello en el propio Convenio o, en defecto de regula-
ción expresa, 15 días desde la presentación de la solicitud.

2. En aquellos ámbitos en que, existiendo una Comisión Paritaria, 
ésta tenga encomendada funciones de mediación en los conflictos de 
interpretación y aplicación del Convenio, acuerdo o pacto colectivo, la 
controversia deberá someterse a la misma.

A falta de normas de procedimiento contenidas en el propio Convenio, 
acuerdo o pacto colectivo, la intervención de la Comisión Paritaria será 
solicitada por cualquiera de las partes de aquéllos, o por los legitimados 
para promover los procedimientos del ASEC-III, mediante escrito dirigido 
al Servicio Interconfederal de Mediación y Arbitraje conforme a lo pre-
visto en este Acuerdo.

3. En caso de que la Comisión Paritaria no tenga atribuidas compe-
tencias en materia de solución de conflictos, la parte promotora de la 
mediación o el arbitraje podrá solicitarlos directamente ante el SIMA, 
acreditando que ha agotado el trámite previsto en el número 1 ante la 
Comisión Paritaria correspondiente.

Artículo 11. Eficacia de las soluciones alcanzadas.

Será exigible la concurrencia de los requisitos de legitimación previs-
tos en los artículos 87, 88, 89.3 y 91 del texto refundido de la Ley del Esta-
tuto de los Trabajadores y 152 y 154 del texto refundido de la Ley de Pro-
cedimiento Laboral para que los acuerdos que pudieran alcanzarse en la 
mediación o el arbitraje posean eficacia general o frente a terceros.

En caso contrario, los compromisos o estipulaciones contraídos sólo 
surtirán efecto entre los trabajadores o empresas directamente represen-
tados por los sindicatos, organizaciones empresariales o empresas pro-
motores del conflicto que hayan suscrito los acuerdos en que concluye el 
procedimiento de mediación o aceptado estar a resultas del compromiso 
arbitral correspondiente.

CAPÍTULO II

Procedimiento de mediación

Artículo 12. Cuestiones generales.

1. La mediación será desarrollada por un órgano unipersonal o cole-
giado que, de conformidad con lo prevenido en este Acuerdo, procurará 
de manera activa solventar las diferencias que dieron lugar al conflicto.

2. Las partes del procedimiento de mediación harán constar docu-
mentalmente las divergencias existentes, designando cada una un media-
dor y señalando la cuestión o cuestiones sobre las que versará la función 
de éstos.

3. El procedimiento de mediación no estará sujeto a ninguna tramita-
ción preestablecida, salvo la designación del mediador (individual o cole-
giado) y la formalización del acuerdo que, en su caso, se alcance. Los 
datos e informaciones aportados serán tratados de forma confidencial.

4. Dentro del ámbito del presente Acuerdo el procedimiento de 
mediación será obligatorio cuando lo solicite una de las partes legitimadas.

No obstante ello, la mediación será preceptiva como requisito prepro-
cesal para la interposición de demandas de conflicto colectivo ante la 
jurisdicción laboral por cualquiera de las partes y sustituye, por tanto, a la 
conciliación administrativa previa.

Igualmente, la convocatoria de la huelga requerirá, con anterioridad a 
su comunicación formal, haber agotado el procedimiento de mediación.

En los supuestos a que se refieren los artículos 40, 41, 47 y 51 del texto 
refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, y a fin de resolver las 
discrepancias que hubieran surgido en el período de consultas, deberá 
agotarse el procedimiento de mediación si así lo solicita, al menos, una de 
las partes. Ello no implicará la ampliación por esta causa de los plazos 
previstos en la Ley.

5. Efectos de la iniciación del procedimiento. El procedimiento de 
mediación desarrollado conforme a este Acuerdo sustituye el trámite 
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obligatorio de conciliación previsto en el artículo 154.1 del texto refun-
dido de la Ley de Procedimiento Laboral, dentro de su ámbito de aplica-
ción y para los conflictos a que se refiere.

La iniciación del procedimiento de mediación impedirá la convocato-
ria de huelgas y la adopción de medidas de cierre patronal, así como el 
ejercicio de acciones judiciales o administrativas, o cualquier otra diri-
gida a la solución del conflicto, por el motivo o causa objeto de la media-
ción, en tanto dure ésta y de conformidad, en su caso, con los términos 
previstos en el artículo 10.4 de este Acuerdo.

6. En todo caso, las partes podrán acordar someterse voluntaria-
mente al procedimiento de arbitraje regulado en el capítulo III de este 
Acuerdo sin necesidad de acudir al trámite de mediación.

Artículo 13. Sujetos legitimados para solicitar la mediación.

De acuerdo con el tipo de conflictos que pueden someterse al procedi-
miento, y siempre que se susciten en los ámbitos previstos por el ASEC-III 
y de conformidad con la aplicabilidad del mismo a los distintos sectores, 
subsectores y empresas, estarán legitimados para instar la mediación los 
siguientes sujetos:

a) En los conflictos a que se refieren los apartados a) y c) del núme-
ro 1 del artículo 4 del ASEC-III, estarán legitimados todos los sujetos que, 
de acuerdo con la legalidad, estén capacitados para promover una 
demanda de conflicto colectivo en vía jurisdiccional o para convocar una 
huelga.

En estos supuestos, el Servicio deberá notificar la solicitud de media-
ción a las restantes organizaciones sindicales y empresariales representa-
tivas del ámbito en que se suscite el conflicto a efectos de su participa-
ción, si así lo consideran conveniente, en el procedimiento.

b) En los conflictos previstos en el apartado b) del número 1 del 
artículo 4, estarán legitimadas las respectivas representaciones de empre-
sarios y trabajadores que participan en la correspondiente negociación. 
La decisión de instar la mediación deberá contar con la mayoría de la 
representación que la promueva.

c) Cuando el conflicto se suscite sobre la determinación de los servi-
cios de seguridad y mantenimiento en caso de huelga estarán legitimados 
el comité de huelga y el empresario.

d) En los conflictos a que se refiere el apartado d) del artículo 4.1 de 
este Acuerdo estarán legitimados el empresario y la representación de los 
trabajadores que participe en las consultas correspondientes. La decisión 
de instar la mediación deberá contar con la mayoría de la representación 
que la promueva.

e) En los conflictos regulados en el apartado e) del artículo 4.1 de 
este Acuerdo estarán legitimadas las Comisiones Paritarias, por acuerdo 
mayoritario de ambas representaciones.

Artículo 14. Solicitud de la mediación.

1. La promoción de la mediación se iniciará con la presentación de 
un escrito dirigido al Servicio Interconfederal de Mediación y Arbitraje.

2. La solicitud de mediación deberá contener los siguientes extremos:

a) La identificación del empresario o de los sujetos colectivos que 
ostentan legitimación para acogerse al procedimiento, en el ámbito del 
conflicto.

En los supuestos en que resulte procedente deberá incluirse también 
la identificación de las restantes organizaciones empresariales y sindica-
les representativas en dicho ámbito.

b) El objeto del conflicto, con especificación de su génesis y desarro-
llo, de la pretensión y de las razones que la fundamenten.

c) El colectivo de trabajadores afectado por el conflicto y el ámbito 
territorial del mismo.

d) En caso de tratarse de un conflicto de interpretación y aplicación 
de un Convenio Colectivo, la acreditación de la intervención de la Comi-
sión Paritaria, o de haberse dirigido a ella sin efecto, y el dictamen emi-
tido en su caso.

Igual exigencia existirá en caso de conflictos de interpretación y apli-
cación de otro acuerdo o pacto colectivo, si existe en su seno una Comi-
sión Paritaria.

e) Domicilio, fecha y firma del empresario o del sujeto colectivo que 
inicia el procedimiento.

3. Instada la mediación ante el Servicio Interconfederal de Media-
ción y Arbitraje, se agotará tal trámite en el plazo de diez días. Durante los 
tres primeros días hábiles de dicho período, el Servicio Interconfederal de 
Mediación y Arbitraje deberá atender la solicitud de mediador o mediado-
res y convocarlos para llevar a cabo la mediación. Si las partes no hubie-
ran designado mediador o mediadores, el SIMA se dirigirá a aquéllas para 
que los designen y, en caso de no hacerlo, los designará el propio Servicio 
Interconfederal de Mediación y Arbitraje.

Las partes, de común acuerdo, podrán delegar en el SIMA la designa-
ción del mediador o mediadores.

4. La designación del mediador o mediadores prevista en el número 
anterior se producirá entre las personas incluidas en las listas que 
apruebe el Patronato del Servicio Interconfederal de Mediación y Arbi-
traje, que serán periódicamente actualizadas. Tales listas comprenderán 
los mediadores propuestos por las organizaciones firmantes. De confor-
midad con lo previsto en el artículo 6.4, las partes podrán recurrir, en su 
caso, al órgano de mediación específico incorporado al Servicio.

5. El mediador o mediadores deberán ser ajenos al conflicto con-
creto en que actúan sin que puedan concurrir intereses personales o pro-
fesionales directos susceptibles de alterar o condicionar su actividad 
mediadora.

A este efecto se considerarán los siguientes supuestos:

a) Si el conflicto fuera de sector, serán incompatibles para ser media-
dores los asesores de cada parte que hayan intervenido en el conflicto 
como tales, así como los integrantes del órgano directivo del sindicato/s o 
de la asociación empresarial/es afectados.

b) Si el conflicto fuera de empresa, tenga éste Convenio Colectivo 
propio o no, serán incompatibles los miembros del comité de empresa o, 
en su caso, los delegados de personal, los miembros de los órganos direc-
tivos de las secciones sindicales, la dirección de la empresa, así como los 
asesores de una u otra parte que hayan participado en la negociación ori-
gen del conflicto.

En los conflictos planteados en las empresas con ocasión de la inter-
pretación y aplicación de un convenio, acuerdo o pacto colectivo secto-
riales cuya Comisión Paritaria tenga encomendadas funciones de media-
ción, podrán ser designados como mediadores los miembros de la misma, 
sin que por ello les afecte ningún tipo de incompatibilidad.

7. Promovida la mediación y durante su tramitación, las partes se 
abstendrán de adoptar cualquier otra medida dirigida a la solución del 
conflicto.

Artículo 15. Actuación de los mediadores.

1. La actividad del mediador o mediadores comenzará inmediata-
mente después de su designación. El procedimiento se desarrollará según 
los trámites que el órgano de mediación considere apropiado. El media-
dor o mediadores recabarán la información que consideren precisa para 
su función, garantizando, en todo caso, la confidencialidad de la in-
formación.

El SIMA facilitará la comunicación entre los mediadores siempre que 
éstos lo estimen oportuno.

2. Durante la comparecencia, el órgano de mediación intentará el 
acuerdo de las partes, moderando el debate y concediendo a las partes 
cuantas intervenciones considere oportunas. Se garantizará, en todo 
caso, el derecho de audiencia de los personados, así como el principio de 
igualdad y contradicción, sin que se produzca indefensión.

3. El mediador o mediadores formularán propuestas para la solución 
del conflicto, que podrán incluir el sometimiento de las discrepancias a 
arbitraje. Las partes aceptarán o rechazarán de manera expresa las pro-
puestas formuladas.

Asimismo tras la comparecencia y dentro del plazo de diez días, el 
mediador o mediadores podrán formular propuestas para la solución del 
conflicto que deberán tenerse por no puestas en caso de no ser aceptadas 
por las partes.

4. El acuerdo de las partes de someter la cuestión a arbitraje termina 
la mediación sin necesidad de agotamiento de los plazos.

Artículo 16. Finalización de la mediación.

1. El acuerdo conseguido en mediación tendrá la misma eficacia que 
lo pactado en Convenio Colectivo, siempre que se den los requisitos de 
legitimación legalmente establecidos y dentro del ámbito al que se refiera, 
así como a los efectos previstos en el artículo 68 del texto refundido de la 
Ley de Procedimiento Laboral. En tal caso, será objeto de depósito, regis-
tro y publicación.

El acuerdo, si se produjera, se formalizará por escrito, presentándose 
copia a la autoridad laboral competente a los efectos previstos en el ar-
tículo 90 del texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores.

2. En caso de no obtenerse acuerdo, el mediador o mediadores 
levantarán acta en ese mismo instante, registrando la propuesta o pro-
puestas formuladas, la ausencia de acuerdo y las razones alegadas por 
cada una de las partes.

3. Si los órganos intervinientes en la mediación fueren los propios 
constituidos en el ámbito del convenio colectivo o acuerdo, éstos darán 
cuenta al Servicio Interconfederal de Mediación y Arbitraje de la solución 
habida, a efectos de registro.
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Artículo 17. Procedimiento específico en los supuestos de huelga.

1. Antes de la comunicación formal de una huelga, la mediación 
deberá producirse a solicitud de los convocantes. Éstos deberán formular 
por escrito su solicitud incluyendo los objetivos de la huelga, las gestio-
nes realizadas y la fecha prevista para el inicio de la huelga. De dicho 
escrito, se enviará copia al empresario.

2. Entre la solicitud de mediación y la comunicación formal de la 
huelga deberán transcurrir, al menos, setenta y dos horas desde su inicio, 
salvo que las partes, de común acuerdo, prorroguen dicho plazo. El SIMA 
deberá, en el plazo de veinticuatro horas, atender la solicitud de mediador 
o mediadores, designarlos si no lo hubieran hecho las partes y convocar-
las para llevar a cabo la mediación.

Ello no implicará la ampliación por esta causa de los plazos previstos 
en la legislación vigente.

3. Será posible, igualmente, la sumisión voluntaria y concorde de las 
partes al procedimiento de arbitraje.

4. La comparecencia a la correspondiente instancia mediadora es 
obligatoria para ambas partes, como consecuencia del deber de negociar 
implícito a la naturaleza de esta mediación.

El mediador o mediadores podrán formular propuestas para la solu-
ción del conflicto que deberán tenerse por no puestas en caso de no ser 
aceptadas por las partes.

5. El escrito de comunicación formal de la convocatoria de huelga 
deberá especificar que se ha intentado la mediación en los plazos ante-
riormente indicados o que, llevada a cabo, ésta se ha producido sin 
acuerdo. De no acreditarse por los convocantes tal circunstancia, se 
entenderá que la huelga no se encuentra debidamente convocada.

6. Cuando se plantee la mediación en relación con la concreción de 
los servicios de seguridad y mantenimiento, ésta se iniciará a solicitud de 
cualquiera de las partes si se plantea dentro de las veinticuatro horas 
siguientes a la comunicación formal de la huelga. Este procedimiento 
también tendrá una duración de setenta y dos horas.

CAPÍTULO III

Procedimiento de arbitraje

Artículo 18. Cuestiones generales.

1. Mediante el procedimiento de arbitraje, las partes acuerdan volun-
tariamente encomendar a un tercero y aceptar de antemano la solución 
que éste dicte sobre el conflicto suscitado.

Requerirá la manifestación expresa de voluntad de las partes en con-
flicto de someterse a la decisión imparcial de un árbitro o árbitros, que 
tendrá carácter de obligado cumplimiento.

2. Las partes podrán promover el arbitraje sin necesidad de acudir 
previamente al procedimiento de mediación previsto en el capítulo prece-
dente, o hacerlo con posterioridad a su agotamiento o durante su trans-
curso conforme a los apartados 3 y 4 del artículo 15.

3. Una vez formalizado el compromiso arbitral las partes se absten-
drán de instar otros procedimientos sobre cualquier cuestión o cuestiones 
sometidas al arbitraje, así como de recurrir a la huelga o cierre patronal.

Artículo 19. Sujetos legitimados para solicitar el arbitraje.

Están legitimados para instar el procedimiento arbitral, de mutuo 
acuerdo conforme al tipo de conflicto y al ámbito afectado, los mismos 
sujetos a que se refiere el artículo 13 de este Acuerdo.

Artículo 20. Solicitud del arbitraje.

1. La promoción del procedimiento requerirá la presentación de un 
escrito ante el Servicio Interconfederal de Mediación y Arbitraje suscrito 
por los sujetos legitimados que deseen someter la cuestión a arbitraje.

El escrito de promoción deberá expresar el árbitro o árbitros que se 
solicitan para dirimir la cuestión suscitada o la decisión de delegar en el 
Servicio Interconfederal de Mediación y Arbitraje la designación de los 
mismos.

Asimismo, deberá contener:

a) La identificación del empresario o de los sujetos colectivos que 
ostentan legitimación para acogerse al procedimiento, en el ámbito del 
conflicto.

En los supuestos en que resulte procedente, deberá incluirse también 
la identificación de las restantes organizaciones empresariales y sindica-
les representativas en dicho ámbito, a efectos de notificarles el compro-
miso arbitral por si desean adherirse a él.

b) Las cuestiones concretas sobre las que ha de versar el arbitraje, 
con especificación de su génesis y desarrollo, de la pretensión y de las 
razones que la fundamenten y el plazo para dictar el laudo arbitral.

c) El compromiso de aceptación de la decisión arbitral.
d) Si el laudo que se solicita debe de ser dictado en derecho o en 

equidad.
e) Domicilio de las partes afectadas.
f) Fecha y firma de las partes.

2. Se remitirán copias del compromiso arbitral a la Secretaría del 
SIMA, así como a la autoridad laboral competente a efectos de constancia 
y posterior publicidad del laudo.

3. La designación de árbitro o árbitros será libre y recaerá en exper-
tos imparciales. El Servicio Interconfederal de Mediación y Arbitraje 
podrá poner a disposición de las partes una lista de árbitros para que, de 
entre ellos, designen aquél o aquéllos que consideren procedentes.

En el supuesto de no llegarse a un acuerdo en la designación del árbi-
tro o árbitros y cuando no se ha delegado en el Servicio esta designación, 
éste presentará a las partes promotoras del arbitraje, en el plazo máximo 
de tres días hábiles desde la iniciación del procedimiento, una propuesta 
de órgano arbitral. Si no se lograra el acuerdo de ambas partes, el SIMA 
presentará una lista impar de árbitros, de la que una y otra parte por 
mayoría descartará sucesiva y alternativamente los nombres que estime 
conveniente hasta que quede un solo nombre.

Artículo 21. Actuación de los árbitros.

1. La actividad del árbitro o árbitros comenzará inmediatamente 
después de su designación. El procedimiento se desarrollará según los 
trámites que el órgano arbitral considere apropiados, pudiendo requerir la 
comparecencia de las partes, solicitar documentación complementaria o 
recabar el auxilio de expertos si lo estimara necesario.

Se garantizará, en todo caso, el derecho de audiencia de los persona-
dos, así como el principio de igualdad y contradicción, sin que se pro-
duzca indefensión. El árbitro o árbitros podrán pedir el auxilio de exper-
tos, si fuera preciso. De la sesión o sesiones que se celebren se levantará 
acta certificada por el árbitro o árbitros.

2. El árbitro o árbitros, que siempre actuarán conjuntamente, comu-
nicarán a las partes la resolución adoptada dentro del plazo fijado en el 
compromiso arbitral, notificándolo igualmente a la Secretaría del Servi-
cio Interconfederal de Mediación y Arbitraje y a la autoridad laboral 
competente. Si las partes no acordaran un plazo para la emisión del laudo, 
éste deberá emitirse en el plazo máximo de diez días hábiles a partir de la 
designación del árbitro o árbitros.

Excepcionalmente, atendiendo a las dificultades del conflicto y a su 
trascendencia, el árbitro podrá prorrogar el mencionado plazo de diez 
días mediante resolución motivada, debiendo, en todo caso, dictarse el 
laudo antes del transcurso de cuarenta días hábiles.

3. El laudo arbitral habrá de ser motivado y notificarse a las partes 
inmediatamente.

4. La resolución arbitral será vinculante e inmediatamente ejecutiva.
5. La resolución arbitral será objeto de depósito en el SIMA y remi-

tido a la autoridad laboral para su depósito, registro y publicación cuando 
ello proceda.

Artículo 22. Eficacia del laudo arbitral.

1. La resolución arbitral tendrá la misma eficacia que lo pactado en 
Convenio Colectivo, siempre que se den los requisitos de legitimación 
legalmente establecidos y dentro del ámbito al que se refiera. En tal caso 
será objeto de depósito, registro y publicación en los términos previstos 
en el artículo 90 del texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabaja-
dores.

En su caso, poseerá los efectos de sentencia firme de acuerdo con la 
disposición adicional séptima del texto refundido de la Ley de Procedimiento 
Laboral.

2. El laudo arbitral excluye cualquier otro procedimiento, demanda 
de conflicto colectivo o huelga sobre la materia resuelta y en función de 
su eficacia.

3. El laudo arbitral sólo podrá ser recurrido en el plazo de treinta 
días que prevé el artículo 67.2 del texto refundido de la Ley de Procedi-
miento Laboral cuando el árbitro o árbitros se hayan excedido de sus 
competencias resolviendo cuestiones ajenas al compromiso arbitral, 
hayan vulnerado notoriamente los principios que han de animar el proce-
dimiento arbitral, rebasen el plazo establecido para dictar resolución o 
ésta contradiga normas constitucionales o legales. En estos casos proce-
derá el recurso de anulación previsto en el artículo 65.3 del texto refun-
dido de la Ley de Procedimiento Laboral.

4. El laudo firme se ejecutará en los términos previstos por la Dispo-
sición Adicional Séptima del texto refundido de la Ley de Procedimiento 
Laboral.
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TÍTULO III

Artículo 23. Comité Paritario Interconfederal

1. El Comité Paritario Interconfederal, estará compuesto por seis 
miembros por parte sindical y seis por parte empresarial, teniendo com-
petencia de interpretación, aplicación y seguimiento del presente 
Acuerdo, así como el registro de los instrumentos de ratificación o adhe-
sión del mismo. De entre sus miembros serán designadas la Presidencia y 
dos Secretarías, que podrán ser renovadas anualmente.

El Comité Paritario tendrá su propio Reglamento de funcionamiento.
2. La sede del Comité Paritario Interconfederal estará ubicada en los 

locales del SIMA en Madrid calle San Bernardo, n.º 20, 5.ª planta.

Disposición adicional primera.

En el supuesto de que un conflicto colectivo de los afectados por este 
Acuerdo pudiera someterse igualmente a otro procedimiento extrajudi-
cial vigente en el ámbito de una Comunidad Autónoma, corresponderá a 
las partes afectadas elegir, mediante acuerdo, el procedimiento al que se 
someten.

Disposición adicional segunda.

Las organizaciones firmantes del presente ASEC III expresan su deseo 
de dirigirse al Gobierno a efectos de que, mediante el correspondiente 
acuerdo tripartito y por el procedimiento legalmente oportuno, puedan 
habilitarse medidas que posibiliten la financiación y ejecución del 
mismo.

Disposición transitoria primera.

En atención a lo dispuesto en el artículo 3 se entenderá que este 
Acuerdo incluye en su ámbito de aplicación a todos los sectores y empre-
sas que a fecha 31 de diciembre de 2004 se encuentren adheridos, o incor-
porados por convenio o acuerdo o hayan ratificado el sistema de solución 
de conflictos establecidos en el anterior ASEC. No obstante, en el plazo 
de tres meses a partir de la publicación de este Acuerdo en el B.O.E. 
podrán manifestar por escrito su decisión en contrario al Comité Paritario 
de este ASEC III.

Disposición transitoria segunda.

Se tramitarán conforme al ASEC anterior las mediaciones y arbitrajes 
cuya fecha de registro en el SIMA sea anterior a la publicación en el BOE 
del presente Acuerdo.

Disposición final.

En virtud de la naturaleza y eficacia reconocidas al presente Acuerdo, éste 
se remitirá a la autoridad laboral para su depósito, registro y publicación. 

MINISTERIO DE LA PRESIDENCIA
 1532 ORDEN PRE/101/2005, de 21 de enero, por la que se 

aprueba el Plan Coordinado de Obras de los sectores II, III, 
IV-1, IV-2, IV-3 y V –área Esla-de la subzona de Payuelos, de 
la zona regable del embalse de Riaño. Primera fase (León).

Por Real Decreto 502/1986, de 28 de febrero, se declara de interés 
general de la Nación la transformación en regadío de la zona del embalse 
Riaño, primera fase. Por Real Decreto 4/1996 de 15 de enero, se aprueba 
el Plan General de Transformación de la primera fase, primera parte –
Área Esla-de la subzona de Payuelos, zona regable del embalse de Riaño, 
primera fase (León), disponiéndose en su artículo 8, que las obras necesa-
rias para la transformación de la zona y aquellas otras que para su trans-
formación y desarrollo se consideren convenientes se incluirán en el Plan 
Coordinado de Obras previsto en el artículo 103 de la Ley de Reforma y 
Desarrollo Agrario, y que una vez aprobado por ambas Administraciones, 
será objeto de publicación.

Dicho Plan Coordinado de Obras ha sido elaborado por la Comisión 
Técnica Mixta, constituida, de acuerdo con el artículo 8, del Real Decreto 
4/1996, por representantes de la Administración General del Estado y de 
la Comunidad Autónoma de Castilla y León y sometido a la información 
pública prevista en la Orden de Presidencia del Gobierno de 15 de octubre 

de 1979, conjuntamente con toda la documentación que permitió en su 
día, la Resolución de la Secretaría General de Medio Ambiente de 24 de 
Septiembre de 2002, por la que se formulaba declaración de Impacto 
Ambiental de la subzona de Payuelos.

Procede pues la aprobación del Plan Coordinado de Obras, la cual, 
conforme a lo dispuesto en el Real Decreto 1843/1985, de 11 de septiem-
bre sobre valoración definitiva y ampliación de funciones traspasadas de 
la Administración del Estado a la Comunidad Autónoma de Castilla y 
León, en materia de reforma y desarrollo agrario, debe realizarse por 
ambas administraciones.

En su virtud, a propuesta de las Ministras de Agricultura, Pesca y Ali-
mentación y de Medio Ambiente, dispongo:

Primero.–Se aprueba el Plan Coordinado de Obras de los Sectores II, III, 
IV-1, IV-2, IV-3 y V –Área Esla-de la subzona de Payuelos, de la Zona Regable 
del embalse de Riaño, primera fase (León), redactado por la Comisión Téc-
nica Mixta constituida de acuerdo con el párrafo segundo del artículo 8 del 
Real Decreto 4/1996, de 15 de enero, por el que se aprueba el Plan General 
de Transformación del Área Esla de la subzona de Payuelos.

Segundo.–La delimitación de los sectores, objeto de este Plan Coordi-
nado de Obras, es la definida en el artículo 6 del Real Decreto 4/1996.

La superficie total de los sectores es de 14.209 hectáreas, de las que 
6.414 hectáreas se consideran regables.

Tercero.–Como recursos se utilizarán caudales regulados en el 
embalse de Riaño, de cuya zona regable forma parte, derivados del río 
Esla en el azud de Vidanes y conducidos por el canal Alto de los Payuelos, 
para su aplicación por aspersión a los distintos sectores.

La dotación total de agua se estima en 6.603 m3/Ha y año., con unas 
necesidades máximas de consumo en el mes de julio de 1704 m3, equiva-
lente a un caudal ficticio continuo de 0,73 l/sg. y Ha.

Cuarto.–Para la redacción de los proyectos correspondientes se han 
tomado y tomarán como directrices, las instrucciones y características 
técnicas que figuran en este Plan Coordinado que se aprueba y en la decla-
ración de impacto ambiental de la zona.

Quinto.–1. La obras incluidas en el Plan, su calificación, orden y 
ritmo coordinado de redacción de proyectos y ejecución, se consignan en 
el anexo de esta Orden.

2. Las obras relacionadas en el apartado a) del anexo correrán a 
cargo del Ministerio de Medio Ambiente, a través de la Dirección General 
del Agua. Las incluidas en el apartado b) del anexo corresponderán al 
Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación, a través de la Dirección 
General de Desarrollo Rural. Las del apartado c) del anexo, a la Junta de 
Castilla y León, a través de la Dirección General de Desarrollo Rural de la 
Consejería de Agricultura y Ganadería.

3. La ejecución de las obras comprendidas en los apartados b) y c) 
corresponderá de ordinario a la Comunidad Autónoma de Castilla y León 
y se establecerán por la Administración General del Estado los apoyos 
técnicos y administrativos que procedan.

4. No obstante, a fin de conseguir el ritmo de los trabajos previstos 
en el presente Plan Coordinado de Obras, podrá modificarse la distribu-
ción de los mismos entre los Organismos citados, en los puntos 2 y 3 del 
presente apartado, previo el correspondiente acuerdo de éstos.

Sexto. La Administración General del Estado y la Comunidad Autónoma 
de Castilla y León, en el ámbito de sus respectivas competencias, coordina-
rán las actuaciones que estimen convenientes para el mejor desarrollo de 
este Plan y vigilarán que las obras contenidas en el mismo se realicen en la 
forma prevista, en especial, los trabajos de concentración parcelaria, y en 
íntima relación de dependencia con los programas de inversiones que se 
aprueben para su desarrollo en cada ejercicio económico. Asimismo, se 
dictarán las instrucciones relativas a tarifación de las aguas de riego y las 
necesarias para la buena conservación de la red viaria de la zona.

Séptimo.–La Comisión Técnica Mixta, establecida por el Real Decreto 
4/1996 de 15 de enero, estudiará las fórmulas de proyección, ejecución y 
financiación más adecuadas para cada caso, siempre dentro de lo dis-
puesto en el Real Decreto 329/2002, de 5 de Abril, por el que se aprueba el 
Plan Nacional de Regadíos y en el Real Decreto Legislativo 1/2001, de 20 
de Julio, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Aguas, y 
efectuará el seguimiento del Plan, incluido el conocimiento de los proyec-
tos correspondientes y el desarrollo de la ejecución de las obras, y pro-
pondrá las medidas o modificaciones que pudieran resultar necesarias en 
cada momento para la mejor ejecución del Plan.

Disposición final única.

La presente Orden entrará en vigor el día siguiente al de su publicación 
en el «Boletín Oficial del Estado».

Madrid, 21 de enero de 2005.

FERNÁNDEZ DE LA VEGA SANZ

Excmas. Sras. Ministras de Agricultura, Pesca y Alimentación y de Medio 
Ambiente.


